
21558 Martes 20 junio 2000 BOE núm. 147

I. Disposiciones generales

MINISTERIO DE TRABAJO

Y ASUNTOS SOCIALES
11468 CORRECCIÓN de errores de la Resolución

de 10 de mayo de 2000, de la Secretaría de
Estado de la Seguridad Social, por la que se
modifica parcialmente la de 1 de diciembre
de 1995, por la que se determina el ámbito
territorial de las Unidades de Recaudación Eje-
cutiva en las Direcciones Provinciales de la
Tesorería General de la Seguridad Social.

Advertidos errores en la Resolución de 10 de mayo
de 2000, de la Secretaría de Estado de la Seguridad
Social, por la que se modifica parcialmente la de 1 de
diciembre de 1995, por la que se determina el ámbito
territorial de las Unidades de Recaudación Ejecutiva en
las Direcciones Provinciales de la Tesorería General de
la Seguridad Social, publicada en el «Boletín Oficial del
Estado» número 129, de 30 de mayo, se transcriben
a continuación las oportunas rectificaciones:

En la página 19138, en la demarcación de la Unidad
Ejecutiva 04/04, con sede en Almería, segunda línea,
donde dice: «... números 04/01 y 04/2...», debe decir:
«... números 04/01 y 04/02...».

En la página 19140, en demarcación de la Unidad
de Recaudación Ejecutiva 08/29, con sede en El Prat
de Llobregat, donde dice: «Municipios del partido judicial
números 21 y 25», debe decir: «Municipios de los par-
tidos judiciales números 21 y 25».

En la página 19142, en la demarcación de la Unidad
de Recaudación Ejecutiva 41/02, con sede en Sevilla,
segunda línea, donde dice: «Castiblanco de los Arroyos»,
debe decir: «Castilblanco de los Arroyos».

En la página 19143, en la demarcación de la Unidad
Ejecutiva 45/02, con sede en Talavera de la Reina, ter-
cera línea, donde dice: «Santa Cruz de Retamar», debe
decir: «Santa Cruz del Retamar».

MINISTERIO

DE MEDIO AMBIENTE
11469 REAL DECRETO 995/2000, de 2 de junio,

por el que se fijan objetivos de calidad para
determinadas sustancias contaminantes y se
modifica el Reglamento de Dominio Público
Hidráulico, aprobado por el Real Decreto
849/1986, de 11 de abril.

La Directiva 76/464/CEE, de 4 de mayo, impone
a los Estados miembros de la Unión Europea la obligación
de adoptar determinadas medidas para eliminar la con-

taminación causada por los vertidos al medio acuático
de las sustancias peligrosas incluidas en su anexo I y
para reducir la producida por los vertidos que contengan
aquellas que figuran en su anexo II.

La citada norma comunitaria exige que se sometan
a autorización administrativa los vertidos que puedan
contener cualquiera de las sustancias incluidas en sus
anexos y establece, con carácter general, que las auto-
rizaciones de vertido que contengan sustancias del
anexo I deberán fijar normas de emisión, que no podrán
sobrepasar los valores límite establecidos en las direc-
tivas de desarrollo para cada una de dichas sustancias.

En relación con las sustancias incluidas en el anexo II,
los Estados miembros quedan obligados a establecer
unos programas para reducir la contaminación —que
habrán de incluir unos objetivos de calidad del medio
receptor y que se establecerán respetando las directivas
del Consejo, si las hubiere— y a calcular las normas de
emisión que se incluyan en las autorizaciones en función
de dichos objetivos de calidad.

La incorporación de la Directiva al derecho interno se
lleva a efecto, para las aguas continentales, mediante
el artículo 254 del Reglamento de Dominio Público
Hidráulico, aprobado por el Real Decreto 849/1986,
de 11 de abril, que establece, en su apartado 4, un
régimen jurídico diferente para las autorizaciones de ver-
tido que contengan sustancias incluidas en la relación I,
que se corresponde con el anexo I de la Directiva, o
en la relación II, que reproduce el contenido del anexo II
de la norma comunitaria.

Así, mientras que las autorizaciones de vertido de
sustancias incluidas en la relación I han de limitar rigu-
rosamente la concentración de éstas, con el fin de eli-
minar del medio receptor sus efectos nocivos, las auto-
rizaciones de vertido que contengan sustancias de la
relación II deben sujetarse a las previsiones que, para
reducir la contaminación producida, contengan los pla-
nes hidrológicos de cada cuenca.

Consecuente con lo anterior, el Reglamento de la
Administración Pública del Agua y de la Planificación
Hidrológica, aprobado por el Real Decreto 927/1988,
de 29 de julio, precisa en su artículo 79 que los obje-
tivos de calidad que deban alcanzarse en cada tramo
de río se definirán en los respectivos planes hidrológicos
en función de los usos previstos para las aguas y que
aquéllos deberán cumplir, al menos, las condiciones fija-
das en las directivas comunitarias sobre calidad de aguas
destinadas a consumo humano, de baño, aptas para
vida de peces y aptas para vida de moluscos; a su vez,
el artículo 80 señala que los planes hidrológicos de cuen-
ca deberán establecer medidas para conseguir la ade-
cuación de la calidad de las aguas a los objetivos de
calidad y prever programas de actuación para eliminar
la contaminación producida por las sustancias incluidas
en las relaciones I y II.

Ahora bien, con posterioridad a la aprobación de los
Reglamentos citados se han producido determinadas cir-
cunstancias que aconsejan modificar, en parte, el régi-
men de las autorizaciones de vertido que contengan algu-
na de las sustancias de la relación II.


